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INTRODUCCIÓN 
 
Si se considera la existencia de unas garantías constitucionales para el cumplimiento de los 
derechos básicos del consumidor, según la Ley 142 de 1994 (con el respaldo de otras leyes y 
un gran desarrollo jurisprudencial), se muestra un completo régimen de protección del usuario 
de servicios públicos domiciliarios. 
 
Por lo tanto se procura que la protección sea real y efectiva; sin embargo, la realidad es otra, 
debido a que la prestación de servicios tal como ocurre, en este caso con la energía eléctrica, 
necesidad cubierta con muchas falencias en ciertos sectores de la sociedad pero que repercuten 
notablemente en el diario vivir. Las consecuencias han sido tanto de carácter ambiental como 
socioeconómico y aunque el Estado trabaja por buscar soluciones, no logra satisfacer a los 
usuarios. 
 
Este argumento tiene mucha relevancia, si se considera que la calidad en la prestación del 
servicio  público de energía eléctrica está dada por tres conceptos fundamentales: a) 
continuidad del servicio (se establecen indicadores de duración y frecuencia de las 
interrupciones del servicio), b) características de la corriente eléctrica, o calidad de la potencia, 
que se refiere a las perturbaciones y variaciones de estado estacionario de la tensión y 
corriente suministrada por la empresa distribuidora u Operador de Red (OR) y c) calidad de la 
atención comercial al usuario final. 
 
De igual forma, debe considerarse que las actividades relacionadas con el servicio de 
electricidad se regirán por principios de eficiencia, calidad, continuidad, adaptabilidad, 
neutralidad, solidaridad y equidad. (Art. 6º Ley 143 de 1994). La prestación continua de un 
servicio de buena calidad, es la obligación principal de la empresa en el contrato de servicios 
públicos (Art. 136, ley 142 de 1994). Según lo establecido en el numeral 6.1. del Anexo 
General de la Resolución CREG 070 de 1998, (Reglamento de Distribución en el SIN), el 
Operador de Red es el responsable por la calidad de la potencia y del servicio suministrado a 
los usuarios conectados a su sistema.  
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Ahora bien, con respecto de la calidad del servicio comercial es el comercializador el 
responsable por este concepto de la calidad del servicio (Res. CREG 108 de 1997 y 156 de 
2011). 
 
Por lo que debe terse presente las disposiciones vigentes a través de las cuales se regula la 
calidad del servicio de energía eléctrica para que su deficiencia no ponga en peligro la 
economía pública ni privada. Los aspectos relacionados con la continuidad del servicio 
(indicadores de duración y frecuencia de las interrupciones del servicio), se regula a través de 
la Resolución CREG 097 de 2008, estableciéndose compensaciones al usuario según el 
desempeño del Operador de Red en cuanto a  superintendencia de servicios públicos 
domiciliarios (sspd) interrupciones del servicio; la calidad de la potencia, se regula mediante la 
Resolución CREG 024 de 2005, mientras que la calidad de la atención comercial al usuario 
final se regula mediante la Resolución CREG 108 de 1997 y mediante la Resolución CREG 
156 de 2011. 
 
Como el objetivo general del presente proyecto gira en torno en dar respuesta a la pregunta 
¿Cuáles son las consecuencias de la falla en la prestación del servicio público domiciliario de 
energía eléctrica en Colombia  en el último año y como esta situación repercute en la 
economía del país? Se debe definir el concepto de falla en la prestación del servicio como el 
incumplimiento de la empresa en la prestación continua del servicio la cual se denomina para 
los efectos de la Ley 142 de 1994, falla en la prestación del servicio. Según el numeral 6.3.4. 
del Anexo General de la Resolución CREG 070 de 1998, (Reglamento de Distribución en el 
SIN), existe falla en la prestación del servicio cuando se incumpla cualquiera de los 
indicadores de duración o de frecuencia de las interrupciones establecidos en la regulación.  
 
De acuerdo con lo anterior, es indispensable reconocer a qué reparaciones tiene derecho el 
usuario si se presenta en su instalación falla en la prestación del servicio, para lo cual es 
importante anotar que según lo establecido en el artículo 137 de la Ley 142 de 1994, la falla 
del servicio da derecho al suscriptor o usuario, desde el momento en el que se presente, a la 
resolución del contrato, o a su cumplimiento con las siguientes reparaciones: a) que no se le 
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haga cobro alguno por conceptos distintos del consumo, o de la adquisición de bienes o 
servicios efectivamente recibidos, si la falla ocurre continuamente durante un término de 
quince (15) días o más, dentro de un mismo período de facturación; b) a la indemnización de 
perjuicios (siempre que no hayan sido causados por fuerza mayor o caso fortuito), que en 
ningún caso se tasa en menos del valor del consumo de un día del usuario afectado por cada 
día en que el servicio haya fallado totalmente o en proporción a la duración de la falla; más el 
valor de las multas, sanciones o recargos que la falla le haya ocasionado al suscriptor o 
usuario; mas el valor de las inversiones o gastos en que el suscriptor o usuario haya incurrido 
para suplir el servicio. 
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1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
 
La energía eléctrica representa para las sociedades modernas ya no un lujo como lo fue hace 
más de medio siglo, sino una necesidad, es por ello que cada vez se busca que su prestación 
sea más eficaz y tenga mayor cobertura, sobre todo en los sectores que se ven en condiciones 
de desigualdad para desarrollarse en la misma forma en que lo hacen las poblaciones que sí 
cuentan con la garantía de un servicio acorde a la sociedad actual.  
 
Para los ingenieros Alberto del Rosso y Andrés Ghia de la Cámara Argentina de Construcción 
(2012), la energía eléctrica “es una función vital en la vida moderna, especialmente en zonas 
urbanas de alta densidad de población, ya que del mismo depende el funcionamiento de otros 
servicios básicos” (p.4), y por ende, la interrupción de su suministro por unas horas, puede 
traer consecuencias nefastas en la economía, tales como: 
 
- El suministro de agua potable en edificios (ya que las bombas necesitan energía eléctrica 
para funcionar). 
- El funcionamiento de ascensores que es crucial en edificios de varios pisos. 
Produce interrupción parcial o total de transporte público de pasajeros (trenes eléctricos) que 
mueve a cientos de miles de personas diariamente. 
- Ocasiona caos de tránsito al no poder contar con semáforos y sistemas de señalización. 
- La imposibilidad de utilizar cualquier artefacto eléctrico en los hogares acarrea serios 
perjuicios a los usuarios, especialmente si el corte ocurre en verano. 
- En materia económica, el impacto de los cortes de energía se materializan fundamentalmente 
en los sectores comercial e industrial, con pérdidas de producción, lucro cesante por no poder 
operar normalmente, pérdidas de productos por interrupción de la cadena de frío, etc. 
- En otros aspectos, también se han observado durante apagones generalizados; saqueos, robos 
y aumento de otros hechos criminales. 
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Es decir, es innegable que el impacto en la economía es alto tan sólo con un apagón, y en 
Colombia, en donde existen lugares como muchas de las ciudades de la costa pacífica y 
atlántica en donde el servicio se ha reducido al suministro por tan solo unas horas al día, o en 
donde los cortes se han vuelto parte de la cotidianidad, las consecuencias han de ser mucho 
más graves y trascendentes para la micro y macroeconomía nacional. Además por muchas 
veces tratarse de poblaciones que son centros turísticos, comerciales, industriales, o en el caso 
de los sectores rurales, que han empezado a tecnificarse para el cumplimiento de los 
programas económicos del gobierno, los resultados esperados, no se ven reflejados en la 
realidad y en las ganancias económicas.  
 
1.1. FORMULACION DEL PROBLEMA 
 
¿Cuáles son las consecuencias de la falla en la prestación del servicio público domiciliario de 
energía eléctrica en Colombia  en el último año y como esta situación repercute en la 
economía del país? 
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2. JUSTIFICACIÓN 
 
Toda vez que la energía eléctrica es un servicio público esencial e indispensable para la 
realización de las actividades cotidianas de los ciudadanos y para la marcha normal de las 
sociedades actuales en cuanto a la economía se refiere, se hace necesario analizar cuáles son 
las principales fallas en el servicio de energía eléctrica en Colombia, cuáles son esos factores 
de impacto en los diversos sectores económicos, a fin de identificar posibles causas y 
soluciones que puedan ser tomadas en cuenta por el accionar estatal y las empresas privadas 
encargadas de llevar el suministro a los ciudadanos.  
 
Así mismo, se hace prudente analizar a qué escala ha venido afectando la ausencia de 
suministro de energía eléctrica óptimo en Colombia para diseñar planes de contingencia que 
eviten altos impactos económicos. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
11 
3. OBJETIVOS 
 
3.1. OBJETIVO GENERAL 
 
 Analizar cuáles son las fallas en la prestación del servicio público domiciliario de 
energía eléctrica y su efecto en la economía colombiana. 
 
3.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
 Examinar cuál es el tratamiento que se le ha dado a los diferentes factores de impacto y 
los medios de control a estos.  
 Establecer recomendaciones acerca de las medidas que  mitiguen el impacto frente a 
las fallas del servicio identificadas. 
 Hacer un seguimiento constante y continuo a dichas medidas. 
 Evaluar si después de este proceso se logra disminuir significativamente el impacto 
económico generado. 
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4. HIPOTESIS 
 
4.1. HIPOTESIS AFIRMATIVA 
 
La falla en la prestación del servicio público domiciliario de energía eléctrica en Colombia 
genera importantes consecuencias que repercuten en la economía del país, debido a que está 
afectando sectores cruciales para su crecimiento y desarrollo. 
 
4.2. HIPÓTESIS NEGATIVA 
 
La falla en la prestación del servicio público domiciliario de energía eléctrica en Colombia  no 
genera consecuencias que repercuten en la economía del país, debido a que las grandes 
empresa e industrias del país cuentan con sus propios medios alternativos de generación de 
energía, por lo tanto las fallas en el servicio de energía no afecta sectores cruciales para su 
crecimiento y desarrollo y su normal operatividad. 
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5. MARCO REFRENCIAL 
 
5.1. ESTADO DEL ARTE 
 
Artículo titulado “Corrupción y captura en la regulación de los servicios públicos”,  de 
Frederic Boehm. 
 
El artículo habla de la falla del mercado  en lo relacionado con el sector de los servicios 
públicos, los cuales son definidos como una  estructura de costos subaditiva ligada a la 
existencia de redes económicas de escala y de alcance, que lleva a una situación de monopolio 
natural. 
 
- Documento “Deuda publica cierta y contingente: el caso de Colombia”,  de Sergio Clavijo. 
 
El documento es una compilación sobre la deuda pública colombiana, distinguiendo ente la 
deuda cierta y la contingente. Da a conocer un análisis acerca de la falla en la prestación del 
servicio público de energía en Colombia y sus consecuencias económicas. Las empresas 
prestadoras de cualquier servicio público debería satisfacer las necesidades básicas de los 
consumidores; sin embargo, por la ausencia de condiciones medio ambientales, la falta de 
infraestructuras técnicas y tecnológicas, entre otras, se ocasionan fallas constantemente, 
afectando el bienestar, la calidad de vida y hasta derechos fundamentales de las personas, por 
la trascendencia que tienen muchos de los servicios públicos en la manutención de factores 
vitales. 
 
De todo esto, las consecuencias no solo son para el Estado por no cumplir con la norma, sino 
que recaen sobre las empresas privadas encargadas de brindar dicho servicio, lo cual repercute 
de manera impactante en la economía y conlleva a un desajuste social. 
 
- Artículo: La calidad del servicio eléctrico (http://www.voltimum.com.co/) 
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Se refiere a que en Colombia es complicado brindar calidad y continuidad en la prestación del 
servicio de energía considerando la reglamentación; de esto, las consecuencias son para los 
usuarios, pues no pueden construir una estructura coherente de argumentos para quejarse 
cuando el servicio tiene problemas, por ejemplo, las constantes interrupciones o la gran 
disminución del voltaje. 
 
En el caso de Cartagena, es preocupante el análisis que se hace respecto a las largas 
interrupciones del servicio, pues no tiene nada que ver con la necesidad de hacer reparaciones 
técnicas, mantenimientos periódicos o racionamientos por fuerza mayor; el inconveniente es 
que empresas como Transelca o Electricaribe fallan en la prestación del servicio de energía,  
de acuerdo con el artículo 136 de la Ley 142 de 1994. Después de todo, siguen los apagones y 
el cobro del servicio a los usuarios no se reduce. 
 
- Identificación y Localización de Fallas en Sistemas de Distribución con Medidores de 
Calidad del Servicio de Energía Eléctrica: Víctor A. Gómez y Robín A. Peña Cesar Hernández 
(2011). 
 
Esta investigación hecha en Colombia, propone una nueva metodología para la identificación 
y localización de fallas en sistemas de distribución de energía eléctrica, a través de la 
instalación de medidores electrónicos para registrar la continuidad en la prestación de este 
importante servicio.  
 
Estos medidores, facilitan la detección de fallas permanentes o transitorias en redes no 
homogéneas, proporcionando información sobre puntos débiles de los sistemas de potencia, 
permitiendo adoptar medidas correctivas con respecto a la duración y frecuencia de las 
interrupciones, en los circuitos de los sistemas de distribución local. 
 
La propuesta planteada mitiga la discontinuidad del servicio y los cuantiosos costos que 
producen a los agentes de sector eléctrico y principalmente a los usuarios de la energía 
eléctrica. 
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-Descripción de los cargos regulados en las tarifas de energía eléctrica vigentes en Colombia 
en 2012 realizado por Carlos Ignacio Trillos González. 
 
En este trabajo se exponen conceptos pertinentes sobre costos y precios, competencia y 
monopolio, opciones metodológicas empleadas para fijar la remuneración de las empresas que 
asumen el riesgo de inversión en equipos y la operación y mantenimiento de los mismos y de 
paso el precio unitario del producto que entregan. Se perseguir un equilibrio entre los intereses 
de los afectados, considerando que el esquema de tarifas acogido acarrea consecuencias 
políticas, tecnológicas, económicas, financieras y sociales que no siempre son fácilmente 
aceptadas. También se revisan indicadores financieros de empresas del sector eléctrico 
colombiano comparados con los de otros sectores así como una comparación de tarifas entre 
diversas regiones de Colombia y entre Colombia y otros países. 
De igual forma, se encuentra el trabajo investigativo Impacto de las Fallas del Sistemas de 
Distribución de Energía Eléctrica sobre el Sector Industrial del Departamento del Cauca 
(2010) publicada por la Corporación Cauca Progresa y realizada por el Ingeniero Investigador: 
Felipe Restrepo en dicha investigación, se busca obtener la percepción de los industriales 
caucanos acerca del impacto que generan las fallas en la  infraestructura de distribución de 
energía eléctrica sobre sus procesos productivos. 
Para tal fin, se diseñó un catálogo de fallas que pueden afectar los procesos productivos, el 
cual es presentado a los Ingenieros jefes de mantenimiento, quienes además de identificar las 
fallas que los afectan, deben valorar el impacto que generan sobre los procesos productivos. 
 
5.2. MARCO CONTEXTUAL 
 
Entorno Nacional del Servicio Público de Energía Eléctrica en Colombia 
 
 
En Colombia el sector energético reviste gran importancia, no solo por su función de 
abastecimiento de los distintos productos energéticos que consume la población, sino también 
16 
por su impacto económico. La energía eléctrica es un insumo muy usado en la industria, el 
comercio y los hogares. 
El portafolio de generación de energía eléctrica es diverso pero dominado mayoritariamente 
por las plantas hidroeléctricas. Estas últimas producen más del 60% del total de electricidad 
del país y se espera que su participación aumente debido a su alto potencial. 
 
De hecho, según la Organización Latinoamericana de Energía (OLADE), Colombia ocupa el 
segundo puesto en América Latina en cuanto al potencial de generación de energía eléctrica 
mediante plantas hidroeléctricas. No obstante, en términos de capacidad instalada para la 
generación de energía eléctrica, agrupando los distintos tipos de plantas, Colombia se 
encuentra en la parte media del escalafón regional. 
 
Ahora bien, la capacidad instalada de generación eléctrica es suficiente para abastecer el 
mercado interno y responder a las eventuales solicitudes de suministro de países vecinos. Esta 
autosuficiencia es producto del proceso de transformación que ha experimentado el sector en 
los últimos veinte años. Colombia, en línea con las medidas adoptadas en varios países de 
América Latina, buscó incentivar la vinculación del capital privado, establecer reglas claras de 
juego e introducir la eficiencia en la provisión de los servicios públicos. De esta forma, se 
generó una nueva arquitectura institucional en la cual se cambió el rol que asume el Estado en 
la prestación del servicio, de acuerdo con los preceptos constitucionales. 
 
Por otra parte, La Ley 142 de 1994, “por la cual se establece el régimen de los servicios 
públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones”, fue expedida por el Congreso de la 
República como respuesta al mandato impuesto por el Constituyente para regular la materia, y 
a su vez como alternativa de apoyo para el crecimiento de una economía dinámica vinculada 
al mercado global. Se compone de diez títulos, en los que en su orden se expone lo referente a: 
(i) principios generales; (ii) rol de los prestadores de los servicios públicos, régimen de los 
actos y contratos de las empresas; (iii) régimen del mercado laboral en este sector; (iv) 
regulación, control y vigilancia del Estado; (v) régimen tarifario; (vi) organización y los 
procedimientos administrativos; (vii) contratación de las empresas prestadoras; (viii) normas 
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especiales para algunos servicios como por ejemplo agua potable, saneamiento, energía 
eléctrica y gas combustible;  (ix) régimen de transición; y (x) otras disposiciones especiales. 
En ellos se condensan los componentes más importantes de la regulación legal atinente a los 
servicios públicos domiciliarios, cuyo régimen especial pone de presente “la importancia que 
el Constituyente otorgó a los servicios públicos como instrumentos para la realización de los 
fines del Estado Social de Derecho, así como para la plena vigencia de los derechos 
constitucionales que garantizan una existencia digna”. El artículo 69 de la Ley 142 de 1994 
dispuso la creación de las Comisiones de Regulación, como unidades administrativas 
especiales, con independencia técnica, administrativa y patrimonial, adscritas al respectivo 
Ministerio del Ramo que regulan. Los entes creados fueron los siguientes: (i) Comisión de 
Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico, adscrita al Ministerio de Desarrollo 
Económico; (ii) Comisión de Regulación de Energía y Gas Combustible, adscrita al Ministerio 
de Minas y Energía; y (iii) Comisión de Regulación de Telecomunicaciones, adscrita al 
Ministerio de Comunicaciones. De esta manera, las Comisiones de Regulación, hacen parte de 
la Rama Ejecutiva del Poder Público, tienen asignadas funciones administrativas y respecto de 
ellas el Presidente de la República es suprema autoridad administrativa. 
 
 
5.3. MARCO TEÓRICO 
 
Desde el punto de vista constitucional, para entender el derecho de acceso a los servicios 
públicos, en particular los denominados domiciliarios es necesario acudir en primera instancia 
a los artículos 1,2, 334, 365 de la Constitución Política, teniendo en cuenta que Colombia se 
considera como Estado Social de Derecho, fundado entre otros pilares, en el respeto, la 
dignidad humana, y en el trabajo, y que tiene entre otras finalidades servir a la comunidad, 
promover la prosperidad general y garantizar, la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en la Constitución. Sobre el  contenido de los principios señalados es 
importante destacar lo que se refiere a la dignidad y el trabajo, porque la prestación eficiente 
de los servicios públicos, como deber a cargo del Estado, impuesto por el artículo 365 de la 
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Carta Política, es una de las formas más importantes de lograr que esos principios se 
materialicen en armonía con otros derechos como el de la vivienda digna, previsto en el 
artículo 51 de la Constitución, pues sin servicios públicos domiciliarios tales principios y 
derechos no se hacen efectivos.  
Por otra parte conviene destacar lo que expuso la Honorable Corte Constitucional sobre el 
acceso a los servicios públicos, al hacer el examen de constitucionalidad al artículo 134 de la 
Ley 142 de 1994: 
“La realización y la eficacia sustantiva del Estado Social de Derecho, se mide por la capacidad 
de éste para satisfacer, a través de la prestación de servicios públicos las necesidades vitales de 
la población, mediante el suministro de concretas prestaciones que tiendan a ello, y 
consecuencialmente de lograr por esta vía la igualación de las condiciones materiales de 
existencia de las personas. La prestación del servicio tiene como destinatario a los usuarios, 
esto es, a quienes son titulares de dichas necesidades y demandan por consiguiente su 
satisfacción”. 
Adicionalmente, la Ley 142 de 1994 establece que en la práctica, no siempre la 
materialización de este derecho encuentra una satisfacción plena, como lo exige la propia 
Constitución, pues puede existir algunas restricciones para la prestación de estos servicios, en 
algunos casos en razón a que la propia limitación de cobertura no lo haga posible.  
De allí que el artículo 334 de la Constitución señale que el uso de su función de  intervención, 
el estado debe asegurar que todas las personas en particular las de menores ingresos tengan 
acceso a los bienes y servicios básicos. 
A su vez el artículo 365 prescribe que es deber del Estado asegurar que los servicios públicos 
se presten de manera eficiente a todos los habitantes del territorio nacional. Sin embargo en el 
caso de los servicios públicos domiciliarios, el propio artículo 367 de la Constitución Política, 
reconoce que pueden existir limitaciones para un acceso universal. En efecto el citado artículo 
establece que mediante la ley (para tal fin se expidió la Ley 142 de 1994), se fijaran las 
competencias y responsabilidades concernientes a la prestación de los servicios públicos 
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domiciliarios y se definirán entre otros aspectos relativos a su prestación, el que tiene que ser 
con la cobertura. Sobre este punto es preciso citar lo que expuso el profesor Hugo Palacios 
Mejía (1999, p. 37) “La prestación del servicio, es decir, el desempeño exitoso de la actividad 
depende de la existencia, de elementos físicos de una infraestructura que es limitada y 
expandible, y que se asocia con la posibilidad de que el legislador determine con cierta 
amplitud su cobertura”. 
Sumado a lo anterior, y con el fin de responder a los objetivos propuestos construimos un 
marco conceptual y normativo sobre los servicios públicos domiciliarios en Colombia, las 
definiciones y conceptos sobre la responsabilidad del estado en la prestación de estos, 
partiendo de tres parámetros a saber: la existencia de recursos económicos, la eficiencia 
entendiendo esta como menores costos menores tarifas; y una buena calidad de los servicios. 
Tomarnos la noción sobre servicios públicos, planteada por, Eustorgio Sarria, (1.968, P.79) 
quien define “servicio Publico es toda actividad encaminada a satisfacer una necesidad de 
carácter general, en forma continua y obligatoria, según la ordenación del derecho público, 
bien sea que su prestación está a cargo del Estado directamente o de concesionarios o 
administradores delegados, o a cargo de simples personas privadas”. Sustenta su definición 
basado en las ideas fundamentadas en el derecho administrativo Francés en la relación entre el 
Estado y los agentes prestadores del servicio público. 
Afirma que el hecho de que sean los gobernantes quienes organizan el servicio, no implica que 
los agentes que asignan esta prestación, no estén en una dependencia directa frente a los 
gobernantes, pues estas personas puedan acceder a la prestación del servicio por consenso, 
licencia y permiso. Debemos aclarar que durante este tiempo no se había planeado que a los 
particulares se les concediera la prestación de los servicios públicos, concepción que se 
desarrollaría tiempo después. 
Consecutivamente debido a la necesidad fundamental de la comunidad hacia los servicios 
públicos la anterior teoría, establecería que el hecho de quien prestara el servicio no fuera el 
Estado, esto marcaria definitivamente y separaría los conceptos de Estado y servicio público. 
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También dentro de este marco teórico analizamos el concepto de Palacios Mejía quien 
continúa afirmando  “que los servicios son domiciliarios “cuando se refieren actividades que 
tienen por objeto el suministro de ciertos bienes cuyo goce se agota normalmente en el 
domicilio del usuario”. 
Adicionalmente agrega, “Palacios Mejía que de acuerdo con la definición y lo dispuesto en la 
Constitución de1991, los servicios se identifican por ciertas características a saber: 
a) La existencia cobertura física, ya que el éxito en la prestación depende que la cobertura 
exista y sea posible expandirla. 
b) La procura de calidad y eficiencia de los bienes y servicios sobre los cuales recae la 
prestación. 
c) Un régimen tarifario especial para reflejar las diferencias entre los sectores de la población 
d) Los servicios públicos domiciliarios tienen como objeto atender las necesidades del usuario. 
 
Después de este análisis general y los conceptos de Eustaquio Sarria y Hugo Palacios Mejía 
(2006), las normas y leyes deben ir en correspondencia con esta tarea,, dado que no solamente 
al Estado le corresponde ser garante de estos derechos, sino las personas privadas que lo 
facilitan, y la sociedad debe vigilar por que se cumplan, solicitar al estado programas y 
proyectos que tiendan a mejorar estos servicios domiciliarios públicos para un mejoramiento 
de las condiciones de los usuarios en su dignidad y humanidad , 
Es importante revisar en estos últimos dos años (2014-2015) qué pronunciamientos ha 
realizado la Corte Constitucional y el Concejo de Estado sobre la responsabilidad que tiene el 
estado con el fin de complementar y comprender para evitar tantas tutelas referentes al mal 
servicio prestado por las entidades prestadoras de servicios públicos a las cuales el gobierno 
selecciono para esto. 
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La situación o problemática en la prestación de los servicios públicos domiciliarios en 
Colombia se debe a la falta de vigilancia por los entes a los cuales les corresponde, como la 
superintendencia de Servicios públicos domiciliarios y la comisión de regulación, el hecho de 
que los servicios sean considerados actividades económicas según la Carta 
Política de 1991 en su artículo 365 establece la libre competencia económica “ como un 
derecho que presume responsabilidades impidiendo cualquier abuso de estas empresas ; 
dejando libertad a todos los agentes de entrar en el mercado y competir con ciertas reglas y 
responsabilidad” al momento de prestar estos servicios Públicos domiciliarios; así de ninguna 
manera implica que el Estado desconozca el interés general que está relacionado en estas 
actividades. 
Estas medidas que se toman son funciones administrativas tales como, la regulación , el 
control o vigilancia, funciones que la Constitución y las Leyes les concedieron a las 
autoridades y entidades para que las ejecuten con sujeción a estas normas Legales, de acuerdo 
con criterios propios tal como lo manifiesta la Corte Constitucional que estos servicios 
públicos domiciliarios deben regirse por los principios de eficiencia y universalidad los cuales 
debe garantizar el Estado, 
 “La universalidad exige la prestación de los servicios públicos , aun cuando 
ello suponga una mayor carga en cabeza de quienes cumplen dicha función, ojo 
principio según la Corte se encuentra relacionado con el de solidaridad, según 
artículo 1 de la Carta Política de 1991” 
 
Se asume el concepto de responsabilidad del Estado desde el marco jurídico. En primer lugar 
Constitucionalmente encontramos que se menciona variedad de servicios públicos, tenemos 
los esenciales artículos (56,366), los sociales se refieren en los artículos (46, 48,64), los 
domiciliarios entre los que se incluyen: acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica, 
telefonía pública conmutada, telefonía móvil y distribución de gas (artículos 209, 334, 336 y 
365 a 370) comerciales o industriales (64), y sus características en la forma que se deben 
prestar, ya sea por el estado o por sociedades de economía mixta estas entidades estarán bajo 
el control y vigilancia de la superintendencia de servicios públicos. 
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Por consiguiente en todos los casos se respetaran las normas reconocidas por el estado 
Colombiano, en su sistema normativo establece que las empresas prestadoras de servicios 
públicos deben someterse a los límites establecidos en las leyes 142, 143 de 1994 y 223 de 
1995, en las cuales se establecen los factores de tarifas, (Colombia Corte Constitucional 
Sentencia T-740 /2011); subsidios y el plazo que lo constituye la respectiva entidad que lo 
regula. La ley 142 establece que los servicios públicos podrán ser prestados por empresas 
privadas bajo el control del estado. Por lo tanto la relación entre usuarios y entidades 
prestadoras de servicios no es un tema administrativo es más privatista, es así como el 
gobierno vio en las entidades públicas privadas la herramienta eficaz para cumplir con sus 
objetivos de un buen servicio esperando que estas cumplan con sus obligaciones manteniendo 
una relación legal y reglamentaria con el usuario. 
Así vemos como el estado de acuerdo al decreto 548 de 1995, y Ley 142 de 1994 en su 
artículo 4 le da funciones de vigilancia y control sobre las entidades prestadoras de estos 
servicios a la superintendencia de servicios públicos domiciliarios para un mejor control 
financiero, contable y de la liquidación de estas empresas cuando no han cumplido con su 
objeto social, esto para evitar un conflicto de intereses, inhabilidades e incompatibilidades. 
También como factor importante de los servicios públicos la prestación de estos implica 
derechos Constitucionales, su reglamentación obedece a normas administrativas que 
garantizan los intereses públicos, pero la gestión de control y vigilancia la tendrán los 
organismos del estado por lo tanto el mal servicio de estos afectara la vida digna del ser 
humano y debe ser responsabilidad del estado Colombiano como garante de estos. 
 
5.4. MARCO JURÍDICO 
 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA estableció en su capítulo V De la 
Finalidad Social del Estado y los Servicios Públicos, específicamente en el artículo 367. El 
Estado es responsable de determinar los medios para la prestación de los servicios públicos 
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domiciliarios, para su cobertura, financiación, calidad y la determinación del régimen tarifario, 
los cuales serán prestados por los Municipios y Departamentos. 
 
La Ley 142 de 1994, es mediante la cual se desarrollan los servicios públicos domiciliaros en 
la cual se determinan competencias, responsabilidades y conceptos de los servicios públicos 
domiciliarios. Cada uno de ellos es desarrollado por una ley en particular.  
 
En el caso específico que nos ocupa Servicios Públicos Domiciliarios de Energía Eléctrica, es 
desarrollada por La Ley 143 de 1994, Esta ley define la regulación, los principios y el 
régimen para la generación, interconexión, transmisión, distribución y comercialización de 
energía eléctrica en el país. 
 
La Ley 1506 de 2012, es creada de manera especial para efectos de satisfacer las  calamidades 
que se presenten en la prestación de los servicios públicos domiciliarios. 
 
La Resolución CREG 156 de 2011, Es mediante la cual se determina el reglamento de 
comercialización del servicio público de energía eléctrica, como parte del reglamento de 
operación. 
 
5.5. MARCO CONCEPTUAL 
 
5.5.1. Calidad del servicio de energía eléctrica 
 
Con el propósito de mejorar la calidad del servicio de energía eléctrica, la resolución CREG 
097 de 2008 estableció los primeros lineamientos para implementar una nueva metodología 
para su medición. Para este efecto, el nuevo esquema tiene como principales indicadores el 
ITAD (Índice Trimestral Agrupado de Discontinuidad) y el IRAD (Índice de Referencia de la 
Calidad Media), los cuales se interpretan de la siguiente forma: Si el ITAD está por debajo del 
IRAD y su valor tiende a cero, se evidencia una mejora en la calidad; mientras si por el 
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contrario el ITAD supera al IRAD se exhibe un deterioro en la calidad del servicio. Ambos 
indicadores se miden para el nivel de tensión 1 y para los niveles de tensión 2 y 3 de manera 
agregada. 
Es importante resaltar que los indicadores a los que se hacen referencia son únicos por cada 
prestador, lo que tiene por finalidad medir la evolución de la calidad del servicio teniendo en 
cuenta las condiciones propias de cada mercado (clima, seguridad, orden público, geografía e 
infraestructura) que no permiten de forma clara comparar la actuación de los agentes entre 
regiones, dadas las características particulares de cada una de ellas. Debido a las inversiones 
necesarias para poder hacer registro del ITAD, al finalizar 2015, el 58,6% de las empresas 
pudieron adoptar la nueva metodología, y en 2013 se continuó con la tendencia. De esta 
forma, el período de transición no finalizó en 2015 como se tenía previsto, y continuó durante 
todo el 2015. Sin embargo, con base en la información aportada por las empresas que 
empezaron a realizar el registro del ITAD, en términos generales la calidad del servicio se 
mantuvo constante en los niveles de tensión 2 y 3, mientras en el mercado regulado, la calidad 
del servicio disminuyó.  
De esta forma, las interrupciones promedio en la prestación del servicio por empresa 
aumentaron a lo largo de 2015. 
 
5.5.2. Marco regulatorio General de prestación de energía eléctrica 
 
La Ley 143 de 1994 (literal a, artículo 4°) establece como objetivo del Estado abastecer la 
demanda de electricidad, asegurando su cubrimiento en un marco de uso racional y eficiente 
de los diferentes recursos energéticos. 
Además, señala que compete al Ministerio de Minas y Energía definir los planes de expansión 
de la generación y de la red de interconexión así como también fijar criterios para orientar el 
planeamiento de la transmisión y la distribución. 
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Según el artículo 20 de la Ley 143 de 1994, es objetivo fundamental de la regulación del 
sector eléctrico, asegurar una adecuada prestación del servicio en beneficio del usuario, en 
cuanto a calidad, oportunidad y costo. Por ello, se atribuyeron a la Comisión de Regulación 
para Energía y Gas (CREG), las funciones de definir y hacer operativos los criterios de 
calidad, confiabilidad y seguridad de dicho servicio, entre otras. 
Los generadores, los transmisores nacionales, los transmisores regionales, los distribuidores 
locales deben entregar a la Unidad de Planeación Minero Energética, (UPME), a más tardar en 
marzo de cada año, la información de planeamiento estándar y la información de planeamiento 
detallada de su sistema, para la preparación del Plan de Expansión de Transmisión de 
Referencia (numeral 7 del Código de Planeamiento, Resolución CREG 025 de 1995, 
Resolución CREG 085 de 2002). 
 
5.5.3. Regulación constitucional de los servicios públicos 
 
El artículo 365 de la Constitución dispone que “los servicios públicos estarán sometidos al 
régimen jurídico que fije la ley (…)”. A su turno, el artículo 367 indica que “la ley fijará las 
competencias y responsabilidades relativas a la prestación de los servicios públicos 
domiciliarios, su cobertura, calidad y financiación, y el régimen tarifario que tendrá en cuenta 
además de los criterios de costos, los de solidaridad y redistribución de ingresos (…)”. En 
concordancia con lo anterior, el numeral 21 del artículo 150 de la Carta asigna al Congreso la 
función de “expedir las leyes de intervención económica, previstas en el artículo 334, las 
cuales deberán precisar los fines, alcances y los límites a la libertad económica”; a su vez, el 
numeral 23 del mismo artículo asigna al Congreso el deber de “expedir las leyes que regirán 
(…) la prestación de los servicios públicos”. Las precitadas normas constituyen la base de lo 
que se conoce como reserva de ley en materia de servicios públicos, según el cual corresponde 
al Congreso, como foro democrático y participativo de primer orden, regular directamente la 
prestación de servicios públicos.( Sentencia C-263/13) 
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6. GENERALIDADES SOBRE LA FALLA DE LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO 
PÚBLICO DE ENERGÁ 
 
 
6.1. Artículo 136 Ley 142 1994 - Concepto de falla de la prestación del servicio de 
energía eléctrica 
 
Estableció la ley 142 de 1994 (art.136) que “La prestación continua de un servicio de buena 
calidad, es la obligación principal de la empresa en el contrato de servicios públicos”, para 
concluir que “El incumplimiento de la empresa en la prestación continúa del servicio se 
denomina, para los efectos de esta ley, falla en la prestación del servicio.”. 
 
De lo anterior resulta posible afirmar que es obligación de la empresa distribuidora de energía 
eléctrica la prestación eficiente del servicio, cumplir dicha actividad sin que se presenten 
interrupciones o alteraciones que sobrepasen los estándares o especificaciones que 
previamente se han establecido para definir la calidad del servicio, salvo que estas obedezcan 
a motivos de fuerza mayor o caso fortuito. En lo que se refiere a la Responsabilidad del 
Estado, la tesis de las” fallas del servicio público” o culpa de la administración, se inspira en el 
poder primordial de la entidad pública de suministrar a los usuarios los medios justos y 
apropiados para reclamar sus derechos. De modo que si en la prestación de dichos servicios 
llega a causarse daño, es el Estado quien debe responder por ello, no como fruto de la 
presencia de un hecho especifico de alguno o algunos de sus agentes identificados, sino como 
secuela de la falla en el servicios que haya producido. 
 
6.2. Articulo 137 Ley 142 1994 – Reparación por falla en la prestación del servicio 
 
Ante la configuración de la falla en el servicio, consagró la ley en favor del suscriptor o del 
usuario, el derecho a la resolución del contrato o a su cumplimiento con las reparaciones que 
se señalan (art. 137) y que se traducen jurídicamente como de “Responsabilidad Civil 
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Contractual” por el origen y los efectos que tienen. Las reparaciones que ha dispuesto la ley en 
favor de los usuarios afectados, son de dos (2) clases: 
 
• A que no se haga ningún cobro por conceptos distintos del consumo, o de la adquisición de 
bienes o servicios efectivamente recibidos, si la falla ocurre continuamente durante un término 
igual o superior a quince (15) días dentro de un mismo período de facturación. 
 
• A la indemnización de perjuicios; los cuales de acuerdo con la Ley, en ningún caso se tasarán 
en menos del valor del consumo de un día del usuario afectado, por cada día en que el servicio 
haya fallado totalmente; más las multas, sanciones o recargos que se hayan ocasionado como 
consecuencia de la falla; más el valor de las inversiones o gastos en que el afectado haya 
tenido que incurrir para suplir el servicio. 
 
La primera clase de reparaciones a que tiene derecho el suscriptor o usuario afectado por la 
falla en el servicio, es la menos compleja y puede ser reconocida de oficio directamente por 
las empresas. El problema puede presentarse con la segunda clase de reparaciones, 
especialmente cuando se trate de grandes consumidores, en razón a la cuantía que pueden 
llegar a tener y que es precisamente la que motivó la creación de la póliza con el fin de 
amparar este riesgo. Hoy los valores asegurados en las pólizas tomadas por las Empresas 
Distribuidoras de Energía, no son suficientes, pues la mayoría de ellas cuentan con contratos 
de seguros que están sublimitados en sus valores asegurados. 
 
6.3. Situación actual del sector eléctrico frente a las fallas en el servicio 
 
El sector eléctrico es uno de los segmentos más representativos de la economía nacional, toda 
vez que se constituye en uno de los servicios públicos esenciales para el desarrollo y 
crecimiento del país, teniendo en cuenta que el suministro eléctrico depende del Sistema de 
Interconexión Nacional (SIN) y varios sistemas locales aislados en las Zonas No 
Interconectadas (ZNI). El SIN comprende la tercera parte del territorio, proveyendo cobertura 
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al 96 por ciento de la población. El sistema ZNI, que cubre las dos terceras partes restantes del 
territorio nacional, solamente provee servicio al 4 por ciento de la población. 
 
En este mismo sentido, Colombia cuenta con un mercado energético liberalizado desde 1995, 
cuya estructura se basa en las Leyes 142 (Ley de Servicios Públicos) y 143 (Ley de 
Electricidad) de 1994; siendo la CREG (Comisión de Regulación de Energía y Gas) la 
encargada de regular el mercado para un suministro eficiente de energía, definiendo las tarifas 
para consumidores y garantizando el libre acceso a la red, cobros de transmisión, y normas 
para el mercado mayorista, los cuales en su conjunto deben garantizar finalmente la calidad y 
confiabilidad del servicio y eficiencia económica. 
 
Sin embargo, actualmente, el funcionamiento y desempeño de este mercado energético 
presenta en su accionar serios tropiezos al momento de responder por las fallas y deficiencias 
presentadas en la prestación del servicio; situación a la que no es ajeno el sector asegurador, 
que requiere mayor efectividad en materia de amparo, cubrimiento de los riesgos y daños 
ocasionados por el elevado margen de vulnerabilidad del sistema eléctrico. Esta circunstancia 
exige políticas serias por parte del Estado Colombiano y una participación activa y decidida 
del mercado asegurador, que permita contar con una póliza de seguro de  responsabilidad civil, 
con capacidad de respuesta inmediata y amplia, con el fin de cubrir eficazmente los eventos y 
siniestros que generan las operaciones de las empresas distribuidoras de energía eléctrica del 
país.  
Escasamente se cuenta con un condicionado al cual se adicionan  exclusiones y amparos 
propios de una ESP, utilizando una póliza de R.C General, o R.C Extracontractual, e incluso 
de R.C Contractual, similares a las pólizas de cumplimiento normales para todo tipo de riesgo. 
 
Esta problemática abordada en el presente trabajo, evidencia por un lado, la importancia de 
realizar un detallado análisis de las causas sobre las que se origina dicha responsabilidad, ya 
sea de forma contractual ó extracontractual, y por otra parte, determinar el nivel de 
responsabilidad de los actores que participan dentro del mercado eléctrico, durante el proceso 
de generación y distribución de energía a usuarios y terceros que así lo requieren; respetando 
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en el contenido del trabajo desarrollado el marco regulatorio y sancionatorio de los contratos 
de servicio público vigente, que obliga a responder por los daños y perjuicios ocasionados a 
los usuarios del servicio. 
 
Dentro de este mismo contexto, la práctica actual de las aseguradoras en materia de 
responsabilidad civil, nos muestra una aplicación y alcances muy pobres, toda vez que a pesar 
de la experiencia en materia de seguros, se comete el grave error de expedir pólizas para las 
empresas distribuidoras de energía, sin el pleno conocimiento de su operación, necesidades de 
cobertura y agentes que intervienen en ella; situación que se torna más delicada en la medida 
en que se está recurriendo a la práctica de incluir cláusulas ambiguas, abusivas e incluso en 
contra de la misma legislación que rige a las empresas de este tipo. Esta inestabilidad y 
confusión en el mercado asegurador prácticamente ha motivado la generación de “modelos de 
pólizas”, las cuales deben ser ajustadas y  acomodadas a conveniencia con determinadas 
situaciones que se presentan en el sector eléctrico. 
 
Se destaca, en este mismo estudio, los grandes avances que en materia de aseguramiento del 
sector eléctrico, ha tenido el país vecino de Chile, con el cual se tienen estrechas relaciones 
comerciales. Se enfatiza en el estudio y análisis de su estructura eléctrica y de seguros, toda 
vez que su nivel de participación en el mercado nacional es significativo, aspecto que lo 
convierte en un eje fundamental para el desarrollo y crecimiento de la economía colombiana y 
de forma especial para el sector eléctrico. De igual manera, para comprender aún más el 
esquema asegurador del país reseñado, se aborda una breve reseña, análisis de su estructura 
interna, marco jurídico y sistemas de contratos principalmente, con el fin especifico de 
establecer un paralelo objetivo con respecto al caso colombiano, que permita afianzar y 
consolidar una propuesta de mejoramiento de la actual capacidad de cubrimiento del riesgo y 
amparo, en la búsqueda de optimizar la cobertura y estructura de una póliza de responsabilidad 
civil, justa y equitativa para todos los actores que intervienen en este mercado energético; 
tomando como eje central el análisis del contenido, alcances de la doctrina nacional y el marco 
regulatorio sobre responsabilidad civil contractual y extracontractual del sector eléctrico 
colombiano. 
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Dentro de este esquema, se resalta de manera preocupante, cómo el recrudecimiento de la 
violencia causada por el conflicto armado interno en Colombia, ha provocado que los 
componentes sociales, políticos y económicos que conforman el aparato del Estado, muestren 
signos de debilitamiento en sus estructuras motivados especialmente por la ausencia de 
resultados claros y contundentes para aminorar dicho conflicto, donde el desplazamiento 
forzado ha tenido un incremento importante. Es así como, estos signos de violencia, se 
observan claramente en la afectación de la infraestructura eléctrica y en los daños provocados 
a la integridad física, moral y patrimonial de usuarios y terceros del  servicio de energía, 
convirtiéndose de paso en un serio obstáculo para el cubrimiento y amparo de los riesgos que 
conlleva la responsabilidad civil de las empresas distribuidoras de energía. 
 
Esta delicada situación dificulta el desarrollo y crecimiento del sector eléctrico, de las regiones 
y del país, demostrando que la estructura y alcance de las políticas públicas adelantadas por 
los últimos gobiernos, no dan clara muestra de recuperación de la soberanía en los territorios 
afectados por la violencia y el desplazamiento forzado, factores que de alguna manera motivan 
dentro de este trabajo, el análisis de los alcances de la responsabilidad civil, partiendo de las 
políticas públicas en el país, en el sector eléctrico y en el mercado asegurador, en la búsqueda 
de ampliar el nivel de comprensión respecto de las limitaciones en la cobertura, y la 
connotación que ha tenido para la estructura de una póliza de responsabilidad civil para las 
empresas distribuidoras de energía por parte del mercado de seguros. 
 
Ante esta situación de inoperancia por parte del sector asegurador colombiano, la ausencia de 
una póliza de responsabilidad civil para el mercado energético, se ha convertido en un 
problema aún más complejo, requiriendo ser abordado dentro de un consenso general, donde 
las leyes y el marco regulatorio expedido por el Gobierno Nacional, deben estar encaminados 
a preservar y proteger los derechos ciudadanos para que hagan uso eficiente de este servicio 
público, por lo que se requiere que generadores y distribuidores de la energía logren un 
acuerdo en el marco de la responsabilidad contractual y extracontractual, que fortalezca la 
capacidad de respuesta del Estado y la efectividad del mercado asegurador, con el fin de 
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optimizar la legislación y recursos jurídicos disponibles para el desarrollo y crecimiento de la 
nación. 
 
A pesar de esfuerzos aislados de diferentes actores, existen grandes expectativas respecto de la 
eficiencia y cumplimiento, que exige cambios de fondo en el sector  asegurador y en los 
demás integrantes del mercado, que puedan garantizar un cubrimiento y amparo total de los 
riesgos y daños como fundamento de la responsabilidad civil; aunque se rescata el hecho de 
que los reaseguradores están dispuestos a mejorar dicha cobertura y los topes de la misma, 
pero se adolecen de que los precios del mercado son muy elevados para el sector eléctrico, 
situación que les limita su capacidad de acción y respuesta. 
 
Desde la óptica y la perspectiva de la efectividad en la administración del riesgo y su posterior 
amparo y protección por parte de las compañías aseguradoras, se evidencia que las soluciones 
dadas hasta el momento, se han convertido en una cortina de humo para olvidar o si se quiere, 
ignorar el verdadero problema de fondo que trae consigo los daños y perjuicios causados por 
fallas en la operación del sector eléctrico, que requieren ante todo de un compromiso serio y 
consciente de parte de todos los actores que participan en este mercado. Sólo así, se puede 
lograr un consenso general, para que partiendo de éste todos y cada uno de los integrantes 
asuma la responsabilidad civil, que permita indemnizar de manera justa a los usuarios 
afectados por las fallas y deficiencias presentadas en el servicio de energía. 
 
En virtud de lo anterior, el presente trabajo persigue brindar un detallado análisis de la gestión 
actual, en materia de responsabilidad civil, que realiza el sector asegurador para impulsar la 
expedición de una póliza de seguro para las empresas distribuidoras de energía eléctrica, que 
pueda garantizar el cubrimiento e indemnización de los daños causados a usuarios y terceros 
que hacen uso de ella. Para esto, la pregunta que pretende responder este trabajo de 
investigación es: ¿El sector asegurador colombiano tiene el interés y está comprometido en la 
optimización de la actual cobertura y amparo de los riesgos, como parte fundamental de un 
proceso de mejoramiento, que permita estructurar y expedir una póliza de responsabilidad 
civil para las empresas distribuidoras de energía eléctrica? 
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Frente al cuestionamiento anterior se formulan varias hipótesis, las cuales se pretenden probar 
y demostrar en el transcurso de la investigación a medida que se desarrolle el tema de estudio, 
entre estas se tienen: Una primera tiene que ver con la operación de conducción y distribución 
de 
energía eléctrica, donde concurren varios proveedores (agentes de mercado), que de alguna 
manera generan con su actuación una responsabilidad contractual compartida, a pesar de que 
la reclamación se presenta contra el proveedor que genera la afectación, lo cual no debe eximir 
de responsabilidad a los demás actores de la cadena, lo que abre la puerta a la subrogación 
para la aseguradora que indemniza. 
 
Una segunda hipótesis a probar, tiene que ver con el hecho de que las aseguradoras 
colombianas excluyen de sus pólizas de responsabilidad civil extracontractual, las 
indemnizaciones de carácter extra patrimonial (daño moral, daño fisiológico, daño a la vida de 
relación, entre otras), cuya implicación deja sin cobertura a las empresas distribuidoras de 
energía y consecuencialmente sin indemnización derivada del seguro, a la víctima. 
 
Dentro de esta formulación de hipótesis, se quiere demostrar las falencias y deficiencias que 
presentan las actuales pólizas de seguros de responsabilidad civil para las empresas 
distribuidoras de energía, al no contemplar la responsabilidad civil contractual derivada de las 
fallas en el suministro y, en materia de responsabilidad civil extracontractual donde priman las 
exclusiones y los sublimites. 
 
Con el ánimo de fortalecer la investigación y encontrar las respuestas objetivas al problema 
planteado, basadas en la comprobación de las hipótesis formuladas, se ha determinado como 
objetivo general de este estudio: evaluar el marco de aseguramiento de las empresas 
distribuidoras de energía en el derecho  comparado, como fundamento para elaborar un 
análisis crítico del actual proceso de cobertura y administración de riesgos, como marco de 
reflexión en la búsqueda de estructurar un renovado modelo de póliza de responsabilidad civil 
que se ajuste a las necesidades del sector eléctrico, frente a la indemnización de daños y 
perjuicios a usuarios y terceros. 
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Es así como, bajo una estrategia metodológica explicativa- analítica, que se ocupa de la 
generación de teorías, a partir del análisis de las causas del evento y su relación entre ellos, se 
abordará el contrato de seguro, la responsabilidad y su incidencia en el sector de energía 
eléctrica, específicamente en los temas de la distribución, cargas y obligaciones de las partes, 
régimen regulativo, el mercado y sus necesidades de aseguramiento en la responsabilidad civil 
de cara a una mayor competitividad. Sin alejarse del principio de solidaridad que debe primar 
en primera instancia, teniendo en cuenta que la responsabilidad abarca a todas las personas 
que intervienen en la creación del riesgo o se lucran económicamente de él y han generado las 
condiciones para que el daño llegue a producirse. 
 
Por último, el derecho moderno viene evolucionando, hoy se habla de actividades peligrosas y 
fallas en la prestación del servicio, mañana se hablará del Producto defectuoso derivado de 
producción o suministro de energía 
 
6.4. Exigencia de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios 
 
Para que no hayan dudas sobre los derechos que tienen los usuarios de exigir a las empresas el 
reconocimiento y pago de las reparaciones e indemnizaciones de que trata el artículo 137 de la 
ley 142 de 1994, la Superintendencia de Servicios Públicos dispuso en el artículo 9o. de la 
Resolución No. 365 del 14 de julio de 1995, lo siguiente:“Falla en la prestación del servicio: 
Las entidades vigiladas deberán dar estricto cumplimiento a lo establecido en los artículos 136 
y 137 de la ley 142 de 1994, (…) la entidad vigilada deberá proceder oficiosamente a aplicar 
los descuentos a que haya lugar, lo cual se realizará de forma discriminada, precisando la 
suma descontada, dentro de la factura mensual o bimestral”. 
La Sala de Consulta y Servicio Civil del H. Consejo de Estado, con relación a una consulta 
que hizo el Ministro de Gobierno sobre las fallas de los servicios públicos domiciliarios, 
produjo el 7 de junio de 1995 un concepto en el que aclara que en caso de fallas el usuario 
puede optar por la resolución del contrato, o a exigir su cumplimiento con las indemnizaciones 
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que prescribe la ley y que como ya se explicó, son objeto del amparo con la póliza que se ha 
diseñado. Para mejor ilustración se transcríbelos puntos de la respuesta dada en el concepto 
que se menciona: 
1. La falla en la prestación de los servicios, según el artículo 137 de la ley 142 de 1994, 
permite al usuario optar entre la Resolución del correspondiente contrato o su cumplimiento 
con las indemnizaciones que al efecto prescribe: 
2. El artículo 137 de la Ley 142 de 1994 dispone que se descuente “el cargo fijo” y sólo se 
cobre al usuario el valor del consumo cuando la interrupción continua del servicio, a causa de 
la falla del mismo, dure quince días o más. 
En consecuencia, si la interrupción del servicio es menor de quince días, el usuario no tiene 
derecho a este beneficio compensatorio; pero tiene derecho a todos los demás que, para los 
usuarios, prescribe el artículo 137 de la Ley 142 de 1994. 
3. Los servicios públicos domiciliarios, para que cumplan su finalidad constitucional, deben 
prestarse con base en los principios constitucionales mencionados en la parte motiva. Sólo 
mediante la estricta observancia de estos principios los servicios públicos domiciliarios 
pueden remediar las necesidades básicas de la población y contribuir a mejorar la calidad de 
su vida y su bienestar familiar. Dentro de estos mismos lineamientos del marco jurídico 
colombiano, se hace necesario revisar el articulado vigente sobre la responsabilidad que recae 
sobre el Estado, como máximo protector de los derechos ciudadanos y la salvaguarda del  
respeto de los mismos. Este contenido hace parte del estudio de la responsabilidad civil 
extracontractual que se sintetiza en el siguiente subcapítulo. 
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7. DESARROLLO JURISPRUDENCIAL 
 
En este aparte, se construye una línea jurisprudencial a partir de las sentencias de la Corte 
Constitucional y el consejo de Estado de los dos últimos años (2014-2015), en relación con los 
servicios públicos domiciliarios para poder determinar si hay responsabilidad del Estado en la 
prestación de estos. Con el fin de extraer los elementos más relevantes y pertinentes para 
nuestro ejercicio académico, Consideramos fundamental señalar que la elaboración de líneas 
jurisprudenciales, tienen una metodología propia, y necesariamente un método de trabajo 
diferente al que podría utilizarse en otras investigaciones. 
La evolución Jurisprudencial en Protección de los Servicios Públicos Domiciliarios en 
Colombia: 
En esta investigación se realiza un análisis como se ha desarrollado en mandato 
Constitucional, a partir de la concepción del Estado Social de Derecho en Colombia 
relacionado con la Presentación de los Servicios frente al incumplimiento, teniendo además la 
garantía de la Ley 142 de 1994. Plantea como problema de investigación “Evolución 
Jurisprudencial de la protección en los servicios públicos para el conglomerado social”. 
En la justificación se expone el interés de dar a conocer la responsabilidad por conexidad al 
derecho a la vida el cumplimiento, el deber que tiene la población Colombiana en la prestación 
de los Servicios Públicos Domiciliario. 
El Ordenamiento jurídico brinda los siguientes derechos y garantías, para desarrollar el 
Derecho Fundamental.  Régimen Constitucional De Los Servicios Públicos.  Régimen legal de 
los servicios públicos domiciliarios. Contrato de condiciones uniformes para la prestación de 
servicios públicos domiciliarios-Facultades de las empresas de servicios públicos 
domiciliarios frente al incumplimiento.  Jurisprudencia constitucional respecto de la potestad 
de las empresas de servicios públicos domiciliarios para imponer sanciones de tipo pecuniario. 
Reserva de Ley-Principio fundamental del ejercicio de la potestad administrativa 
sancionatoria.  Empresas de servicios públicos no gozan de potestad sancionatoria- No pueden 
imponer sanciones pecuniarias a los usuarios. 
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Analizada la protección de los Servicios Públicos conforme a las providencias de la Corte 
Constitucional se tienen en cuenta las siguientes Sentencias, que a continuación mencionamos: 
“Sentencia Su.1010/08” 11En la reiteradas oportunidades, la Corte Constitucional ha 
manifestado a las empresas de servicios públicos domiciliarios., No tienen facultad para 
imponer sanciones a los usuarios por falta de norma legal. 12A través de diversas 
disposiciones de la Ley 142 de 1994 el legislador le otorgó determinadas facultades y 
prerrogativas a las empresas de servicios públicos domiciliarios, las cuales resultan necesarias 
para asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional”. 
“Sentencia T-242/13” acción de tutela para solicitar protección del derecho al agua-
Procedencia excepcional  
“La Corte Constitucional se ha ocupado en varias ocasiones del estudio de la 
procedencia de la acción de tutela para proteger el derecho al agua, teniendo en 
cuenta que tiene una doble naturaleza, de derecho fundamental y al mismo 
tiempo colectivo, dependiendo del uso que se haga del mismo. Así pues, 
cuando se verifica que el amparo solicitado está encaminado a proteger el 
derecho al agua en su faceta de fundamental, la acción de tutela puede ser el 
mecanismo procedente para el efecto, de lo contrario, se debe acudir a la acción 
popular que fue consagrada en la ley 472 de 1998, para la protección de los 
derechos colectivos”. 
 
“Sentencia T-028/14” acción de tutela para solicitar protección del derecho al agua-Caso en 
que empresa de acueducto no suministra agua potable en condiciones de regularidad y 
continuidad necesarias para el consumo humano. “Acción De Tutela Para Solicitar Protección 
del Derecho al Agua-Caso en que la empresa de acueducto no suministra agua potable en 
condiciones de regularidad y continuidad necesarias para el consumo humano”, La Corte 
Constitucional se ha ocupado en varias ocasiones de la procedencia de la acción de tutela para 
la salvaguarda del derecho al agua, entendiendo que cuando se destina al consumo humano se 
realza su propio carácter de derecho fundamental y su protección puede ser garantizada a 
través del mecanismo constitucional. Sobre la protección del derecho al agua en sede de tutela 
y teniendo en cuenta su carácter residual y subsidiario, la Corte ha señalado la necesidad de 
estudiar a fondo las particularidades propias de cada caso con la finalidad de determinar la 
eventual existencia de una falla en la prestación del servicio de agua potable que termine por 
vulnerar los derechos fundamentales individuales de quien acude al amparo. 
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8. IMPACTO ECONÓMICO DE LAS FALLAS EN EL SERVICIO DE ENERGÍA 
ELÉCTRICA 
 
La Resolución CREG 070 DE 1998 (reglamento de distribución de energía eléctrica), es la 
manera como el regulador (CREG) establece los parámetros de prestación del servicio, 
reglamento este, muy importante para el servicio, ya que la estructura del sector eléctrico 
Colombiano (establecida en la Ley 143 de 1994) permite que un usuario, regulado  o no 
regulad., (Comfacauca, 2007) contrate la energía que requiera a un comercializador distinto al 
Operador de Red (OR). En este caso ese operador de red seguirá siendo responsable por operar 
y mantener la infraestructura con la que se presta el servicio y será remunerado por el sistema 
por el cumplimiento de esta labor. 
A continuación se relacionan algunas definiciones que son pertinentes para este análisis: 
 
Operador de Red de STR's y/o SDL's (OR). Es la persona encargada de la planeación de la 
expansión y de las inversiones, operación y mantenimiento de todo o parte de un STR o SDL; 
los activos pueden ser de su propiedad o de terceros. Para todos los propósitos son las 
empresas que tienen Cargos por Uso de los STR's y/o SDL's aprobados por la CREG. El OR 
siempre debe ser una Empresa de Servicios Públicos. 
 
Sistema de Distribución Local (SDL). Sistema de transmisión de energía eléctrica 
compuesto por redes de distribución municipales o distritales; conformado por el conjunto de 
líneas y subestaciones, con sus equipos asociados, que operan a tensiones menores de 220 kV 
que no pertenecen a un sistema de transmisión regional por estar dedicadas al servicio de un 
sistema de distribución municipal, distrital o local. 
Circuito. Para propósitos de este Reglamento se define circuito a la red o tramo de red 
eléctrica monofásica, bifásica o trifásica que sale de una subestación, de un transformador de 
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distribución o de otra red y suministra energía eléctrica a un área geográfica específica. 
Cuando un Circuito tenga varias secciones o tramos, para los efectos de este Reglamento, cada 
sección o tramo se considerará como un Circuito. 
Niveles de Tensión. Los sistemas de Transmisión Regional y/o Distribución Local se 
clasifican por niveles, en función de la tensión nominal de operación, según la siguiente 
definición: 
Nivel IV: Sistemas con tensión nominal mayor o igual a 62 kV 
Nivel III: Sistemas con tensión nominal mayor o igual a 30 kV y menor de 62 kV 
Nivel II: Sistemas con tensión nominal mayor o igual a 1 kV y menor de 30 kV 
 
Nivel I: Sistemas con tensión nominal menor a 1 kV En la reglamentación de distribución 
nacional se encuentran los siguientes criterios para desarrollar la planeación de la expansión 
de los OR´S: 
Atención de la Demanda: La planeación de la expansión deberá estar soportada en 
proyecciones de demanda cuya estimación se efectuará utilizando modelos técnico-
económicos disponibles para tal efecto. 
Adaptabilidad: Los Planes de Expansión deberán incorporar los avances de la ciencia y de la 
tecnología que aporten mayor calidad y eficiencia en la prestación del servicio al menor costo 
económico. 
Flexibilidad del Plan de Expansión: El Plan de Expansión de un OR, en su ejecución, puede 
experimentar modificaciones. El OR podrá incluir obras no previstas y excluir aquellas que 
por la dinámica de la demanda, puedan ser pospuestas o eliminadas del Plan inicialmente 
aprobado por la UPME. 
Viabilidad Ambiental: Los Planes de Expansión deben cumplir con la normatividad 
ambiental vigente.  
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Normas y Permisos: Las obras de expansión requeridas deben cumplir con las normas 
pertinentes previstas por las autoridades competentes y obtener los permisos correspondientes. 
Eficiencia Económica: Los Planes de Expansión e inversiones deberán considerar la 
minimización de costos. 
 
Calidad y Continuidad en el Suministro: Los planes de inversión deberán asegurar los 
indicadores de calidad que reglamenta la presente Resolución y garantizar la continuidad del 
servicio mediante proyectos de suplencia, ampliación, automatización de la operación, 
modernización e inventario de repuestos, entre otros. 
Eventos No Programados. Son aquellos que ocurren súbitamente y causan un efecto 
operacional en el Sistema del OR y pueden o no causar efectos en la operación del SIN. 
Eventos Programados. Son aquellos eventos planeados por el OR que causan un efecto 
operacional en el Sistema del OR y pueden o no causar efectos en la operación del SIN. La 
regulación nacional mide la calidad de la potencia suministrada por los operadores de Red, a 
través de los siguientes estándares de calidad: 
Frecuencia y Tensión La frecuencia nominal del SIN es 60 Hz y su rango de variación de 
operación está entre 59.8 y 60.2 Hz en condiciones normales de operación. El OR y los 
Usuarios deben tener en cuenta que en estados de emergencia, fallas, déficit energético y 
períodos de restablecimiento, la frecuencia puede oscilar entre 57.5 y 63.0 Hz por un período 
de tiempo de quince (15) segundos, en concordancia con lo establecido en los numerales 2.2.5 
y 5.1 del Código de Operación incluido en el Código de Redes (Resolución CREG 025 de 
1995). 
Las tensiones en estado estacionario a 60 Hz y sus variaciones permisibles, son las 
establecidas en la norma NTC 1340, o aquella que la modifique o sustituya. 
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Contenido de Armónicos de las Ondas de Tensión y Corriente Son el contenido de ondas 
con frecuencias que son múltiplos de la frecuencia normal de suministro (60 Hz) y son el 
resultado de cargas no lineales en el STR y/o SDL. Tanto el OR como los Usuarios conectados 
a su red deberán cumplir con la norma IEEE 519 - [1992] o la que la modifique o sustituya. 
“Flicker”. Mide las variaciones de tensión causadas fundamentalmente por cargas tales como 
hornos de arco, acerías y otros equipos de gran consumo, que usualmente se traducen en la 
distorsión de la onda de tensión. El OR deberá garantizar que sus Usuarios cumplan con la 
norma IEEE-519 (1992) o la que la modifique o sustituya.  
Factor de Potencia. El factor de potencia mínimo permisible es el establecido en el Artículo 
25 de la Resolución CREG 108 de 1997 o posteriores que la modifiquen o sustituyan. 
Transitorios Electromagnéticos Rápidos y Fluctuaciones de Tensión. Es todo fenómeno 
que origine distorsiones transitorias de las ondas de tensión y corriente respecto a su forma y 
frecuencia permisibles. Cuando se detecten fenómenos electromagnéticos que perjudiquen a 
Usuarios conectados a un STR y/o SDL, el OR conjuntamente con el Usuario afectado 
deberán buscar la causa del fenómeno y solucionarlo en un plazo no mayor a treinta (30) días 
hábiles. Cuando el problema causado por un Usuario sea grave e involucre a varios Usuarios, 
el OR deberá desconectarlo inmediatamente se identifique que el problema está en sus 
instalaciones. La norma IEEE-1159 (1995) fija las pautas para el análisis de este tipo de 
fenómenos. 
También se cuenta con una clasificación de las interrupciones del servicio de energía eléctrica: 
De acuerdo con la Duración de la Interrupción. Teniendo en cuenta la duración de las 
interrupciones, éstas se clasifican así: 
 Instantáneas: Son aquellas suspensiones del servicio cuya duración es inferior o igual a 
un (1) minuto. 
 Transitorias: Son aquellas suspensiones del servicio cuya duración es superior a un (1) 
minuto y menor o igual a cinco (5) minutos. 
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 Temporales: Son aquellas suspensiones del servicio de energía cuya duración es mayor 
a cinco (5) minutos. 
 Para el cálculo de los indicadores que se definen más adelante no se tendrán en cuenta: 
 Interrupciones Instantáneas. 
 Interrupciones por racionamiento de emergencia o programadas del sistema eléctrico 
nacional debidas a insuficiencia en la generación nacional o por otros Eventos en 
Generación y en el STN, siempre y cuando así hayan sido definidas por el CND. 
 Interrupciones por seguridad ciudadana y solicitadas por organismos de socorro o 
autoridades competentes. 
 Suspensiones o cortes del servicio por incumplimiento del contrato de servicios 
públicos 
De acuerdo con el Origen. Teniendo en cuenta el origen de las interrupciones éstas se 
clasifican así: 
 No Programadas: Son aquellas interrupciones que obedecen a Eventos No 
Programados. 
 Programadas: Son aquellas interrupciones que obedecen a Eventos Programados 
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RESULTADOS OBTENIDOS 
 
Con respecto al tema de la regulación, en 1992, además del Decreto 700, el gobierno expidió 
un Decreto que creó la Comisión de Regulación Energética - CRE y cerró la Junta Nacional de 
Tarifas y la Comisión Nacional de Energía. En 1994, la Ley eléctrica transformó la CRE en la 
Comisión de Regulación de Energía y Gas - CREG, la cual desde entonces ha sido la 
encargada de diseñar, reglamentar e implementar el marco institucional y regulatorio del 
sector eléctrico. Dentro de este marco, el suministro de electricidad a los usuarios finales se 
realiza a través de las siguientes etapas: 
Generación: Corresponde a la actividad de producción de electricidad, la cual puede ser 
transada en Bolsa o mediante contratos bilaterales con otros generadores, comercializadores o 
directamente con grandes usuarios. El mayor agente generador es EMGESA, que posee el 
20% del total de la capacidad de generación del país, seguido por las Empresas Públicas de 
Medellín, e ISAGEN con el 16% y el 13%, respectivamente. 
Transmisión: Hace referencia al transporte de la energía a través del Sistema de Transmisión 
Nacional – STN. La transmisión emplea activos energizados a 220 kv o más, que son 
remunerados independientemente de su uso, de acuerdo con una formula tarifaria definida por 
la CREG. 
Distribución: Corresponde al transporte de la energía desde el STN hasta el usuario final, el 
cual se realiza a través de los Sistemas de Transmisión Regional (STRs) y de los Sistemas de 
Distribución local (SDLs). El pago de la distribución se realiza a través de cargos por uso 
diferenciados por nivel de tensión. En la actualidad, existen 33 agentes responsables de la 
actividad de distribución.  
Comercialización: Esta relacionado con las actividades propias de la comercialización de la 
energía al usuario final, incluyendo el servicio de facturación. Los comercializadores pueden 
vender energía a precios libres y/o a precios regulados, dependiendo del tipo de usuarios que 
atiendan. 
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Teniendo en cuenta las características de cada una de las actividades del sector, el marco 
regulatorio se fundamenta en la creación de reglas que permitan la libre competencia en los 
negocios de Generación y Comercialización. Entre tanto, para las actividades de Transmisión 
y Distribución, consideradas como monopolios, dicha reglamentación promueve condiciones 
de competencia hasta donde sea posible. En relación con la separación de actividades y la 
integración vertical entre negocios, se establece que las empresas constituidas con anterioridad 
a la vigencia de las Leyes, pueden continuar desarrollando simultáneamente más de una 
actividad, pero manejando contabilidades separadas por tipo de negocio. Las empresas 
constituidas con posterioridad a la expedición de las normas mencionadas solo pueden 
desarrollar simultáneamente actividades consideradas como complementarias: Generación-
Comercialización o DistribuciónComercialización. 
Se consideran excluyentes las actividades de Generación-Transmisión, Generación-
Distribución, Transmisión-Distribución y Transmisión-Comercialización. 
La razón de ésta separación de las actividades del sector, tienen origen, como lo explican 
Crampes y Laffont (2001), en el hecho de que cuando la infraestructura del transporte de 
energía es propiedad de una empresa que es a su vez generadora y/o comercializadora, los 
otros generadores y comercializadores contarían con un proveedor de insumos que es 
simultáneamente su competidor. 
El marco regulatorio establece, por otra parte, la separación de los usuarios en regulados y no 
regulados, los cuales se diferencian por la demanda máxima y por el consumo de energía. De 
acuerdo con la Resolución CREG-131 de 1998, a partir del año 2000, los límites establecidos 
para la diferenciación de usuarios son 0.1 MV de demanda máxima y 55 MWH de consumo 
mensual mínimo.  
Es evidente el hecho de que el suministro de energía eléctrica es una función vital en la vida 
moderna, especialmente en zonas urbanas de alta densidad de población, ya que del mismo 
depende el funcionamiento de otros servicios básicos. 
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 En efecto, una interrupción del servicio eléctrico en una ciudad afecta, entre otras 
cosas: 
 El suministro de agua potable en edificios (ya que las bombas necesitan energía 
eléctrica para funcionar). 
 Efectos de la Interrupción del Suministro Eléctrico y Adaptación de los Sistemas 
Eléctricos a Eventos Extremos 5 
 El funcionamiento de ascensores que es crucial en edificios de varios pisos. 
 Produce interrupción parcial o total de transporte público de pasajeros (trenes 
eléctricos) que mueve a cientos de miles de personas diariamente. 
 Ocasiona caos de tránsito al no poder contar con semáforos y sistemas de señalización. 
 La imposibilidad de utilizar cualquier artefacto eléctrico en los hogares acarrea serios 
perjuicios a los usuarios, especialmente si el corte ocurre en verano. 
En materia económica, el impacto de los corte de energía se materializan fundamentalmente 
en los sectores comercial e industrial, con pérdidas de producción, lucro cesante por no poder 
operar normalmente, pérdidas de productos por interrupción de la cadena de frío, etc. 
En otros aspectos, también se han observado durante apagones generalizados, saqueos, robos y 
aumento de otros hechos criminales. 
La magnitud del impacto de un apagón en términos económicos y sociales depende de la 
magnitud (área afectada) y de la duración del mismo. Si el corte de energía se presenta solo 
durante algunas horas, ciertos servicios no se ven afectados significativamente, dado que las 
reservas convenientemente dispuestas, permiten continuar la prestación del servicio sin 
mayores dificultades (por ejemplo depósitos de agua, grupos electrógenos de emergencia, 
baterías, ups, etc.). Sin embargo, en la medida en que la interrupción del servicio se prolonga 
en el tiempo, el agotamiento de las reservas interrumpe en forma definitiva la prestación del 
servicio en cuestión, y el efecto sobre la población afectada se vuelve muy severo. 
45 
Al tener en cuenta la variedad de criterios de evaluación de calidad del servicio y las 
diferencias existentes entre los procesos industriales, donde en algunos una pequeña variación 
de tensión es suficiente para que se detenga la producción durante varias horas y para otros es 
muy importante la cantidad de tiempo que dura la reposición del servicio, las mismas fallas de 
energía eléctrica pueden generar diferentes impactos en las unidades productivas, por lo cual, 
existen diferentes soluciones a las problemáticas de eventos en el sistema de distribución de 
energía eléctrica. 
Por esta razón es muy importante identificar los impactos de cada tipo de falla sobre cada tipo 
de proceso y de esta manera plantear soluciones integrales. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
De acuerdo con (Comfacauca, 2007) al indagarse sobre las fallas más frecuentes y perjudícales 
en el servicio de energía eléctrica, el 81,82% eligieron como la principal falla por la cual se 
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ven afectados a “Interrupciones del Servicio Instantáneas”, de la cual el 55,56% valoran el 
impacto de esta falla como “medio alto”, mientras que el 33,33% la valoran como “alto” y el 
11,11% como “medio”. El restante 18,18% manifiestan verse afectados por “Transitorios 
Electromagnéticos Rápidos y Fluctuaciones de Tensión”, valorando la falla en la misma 
proporción en “medio alto” y “alto”. 
Por su parte, en cuanto a la segunda opción de falla, el 81,82% de las unidades productivas de 
la muestra se ven afectadas por “Interrupciones del Servicio Temporales”, donde el 55,56% 
consideran que el impacto de esta falla es “alto” y el restante 44,44% consideran que es 
“medio alto”. El restante 18,18% se ven afectados por “Interrupciones del Servicio 
Instantáneas”, valoradas como “medio alto” y “alto” en un 50% cada una. 
Por último, sólo el 36,36% de la muestra se ven afectados por una tercera falla. 
De esta cantidad el 50% se ve afectado por “Transitorios Electromagnéticos Rápidos y 
Fluctuaciones de Tensión” y el otro 50% por “Interrupciones del Servicio Temporales”. 
 
De acuerdo con los resultados obtenidos que sean presentado (Comfacauca, 2007), las 
problemáticas que afectan a la muestra tomada para la realización del presente estudio, 
sugieren soluciones distintas para los mismos eventos en el sistema de distribución de energía 
eléctrica. 
Frente a los resultados obtenidos, las fallas que merecen mayor atención por parte del 
Operador de Red, son “Interrupciones del Servicio Instantáneas, Transitorios 
Electromagnéticos Rápidos y Fluctuaciones de Tensión y Interrupciones del Servicio 
Temporales” y dada la percepción de los ingenieros jefes de mantenimiento, estas 
problemáticas deben solucionarse con la mayor brevedad posible, buscando incrementar la 
productividad en el sector industrial del Departamento, con lo cual se disminuirían los costos 
de producción y los productos de la región se harían más competitivos a nivel nacional y 
global. 
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Para las empresas e industrias de Colombia,  las interrupciones temporales provocan paro de la 
producción, afectando económicamente a la empresa, la región y el país ya que estas 
interrupciones apagan los mecanismos y maquinarias de producción. 
Por otro lado las fluctuaciones transitorias de tensión obligan el paro de las máquinas y el 
proceso de reinicio se prolonga, de igual manera estas interrupciones generan una cantidad 
considerable de desperdicio de materia prima 
De esta muestra se puede inferir que los problemas más importantes del suministro de energía 
eléctrica son: 
1. Interrupciones del servicio, sin importar duración o causa. 
2. Sobretensiones transitorias. 
3. Regulación en algunos circuitos. 
 
De igual forma se evidencia que al determinar la forma en que las fallas del sistema de 
distribución de energía eléctrica afectan los procesos productivos y a su vez la competitividad 
de las regiones, es muy importante que las Cámaras de Comercio de las ciudades sean la 
interlocutora entre los industriales y la Compañía Energética dcorrespondiente, ya que según 
la regulación aplicada al sector eléctrico, la responsabilidad por la operación, mantenimiento y 
expansión del Sistema de Distribución de Energía Eléctrica es del operador de red, 
independientemente de que el usuario tenga contratos de suministros de energía con dicho 
operador o con otro operador. 
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CONCLUSIONES 
 
El consumo de energía eléctrica es un indicador importante de la dinámica de crecimiento de 
la producción de una región, lo cual lo convierte en un factor de producción de alta relevancia 
dentro del sistema productivo de un país. Las tarifas, la cobertura y la calidad del servicio, 
juegan un papel muy importante en el momento de tomar decisiones de inversión; por lo tanto, 
velar por el mejoramiento del servicio de energía eléctrica, se convierte en un deber de las 
fuerzas vivas y administrativas, en pro de una región más competitiva, atractiva para la 
inversión local, nacional y extranjera, con la cual sea posible generar procesos de dinamismo 
económico que impulsen el crecimiento económico de la región y a la postre, estimulen 
procesos de desarrollo económico nacional. 
Como resultado de la investigación presentada, es posible concluir que existe una relación no 
delimitada directamente entre la Constitución Política, y la Ley 142 de 1994 como también la 
jurisprudencia, así pues la 
 
Corte Constitucional ha expuesto en sus pronunciamientos determinar las condiciones que se 
deben tomar en la prestación de estos servicios establecidos en la misma Constitución y 
normas legales que ordenan la forma de regular estos servicios , así pues la Corte 
Constitucional ha dicho que los servicios públicos “constituyen un instrumento necesario para 
la realización de los valores y principios constitucionales fundamentales” y también vemos 
como en el artículo 2 de la Ley 142 de 1994 establece “el Estado intervendrá en los servicios 
públicos, conforme a las reglas de que trata esta Ley, y también en el marco de lo dispuesto en 
los artículos (333 334 336 y 365 a 370) de la constitución Política de Colombia (...). 
 
Por otro lado en alguna medida, el fracaso relativo de la regulación, por lo menos en sectores 
por ejemplo como el de agua potable y saneamiento, deriva del mal aprovechamiento de uno 
de los principales recursos creados por la ley 142 del 1994. La participación ciudadana debe 
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ser más efectiva en la planeación, control y gestión a las empresas de servicios públicos 
domiciliarios. En definitiva se puede concluir que la prestación de los servicios públicos en 
Colombia en el derecho constitucional colombiano por el periodo 2008 a 2014 si es una 
vulneración a la prestación de los servicios públicos domiciliarios tal como se evidencia en la 
línea jurisprudencial de la Corte Constitucional de Colombia y del Consejo de Estado. 
Según la Jurisprudencia de la Corte Constitucional y de acuerdo a la línea jurisprudencial se 
ha amparado el derecho a la prestación de los servicios públicos domiciliarios en nuestro 
estado colombiano, en sus decisiones y especialmente en la sentencia “SU -01010 de 16 de 
octubre de 2008” Vemos como opera la responsabilidad del estado en estos casos como son la 
elevada facturación y tarifas, el corte de estos servicios por el no pago, como anteriormente se 
dice que el manejo esta en las personas privadas, el estado como garante de estos servicios 
constitucionales debe estar presente y vigilante ante estas anomalías como responsable y 
garante de la prestación de estos servicios públicos domiciliarios, tendiente a conseguir el 
mejoramiento de la calidad de vida humana de todos los habitantes . 
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